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    Para tantos jóvenes que quieren pensar en nuevos futuros

  


  
    PREFACIO



    Una vez superado el miedo, desaparecerá también la posibilidad de tomar conciencia.


    Paolo Giordano, En tiempos de contagio


     


    El verdadero viaje de descubrimiento consiste, no en buscar nuevos paisajes, sino en tener nuevos ojos.


    Marcel Proust, En busca del tiempo perdido


     


     


    Italia fue el primer país occidental que impuso severas cuarentenas para contener el contagio por Covid-19. A las pocas semanas, el novelista italiano Paolo Giordano publicó un breve libro con profundas reflexiones sobre el sufrimiento humano que podría desatarse. La frase que más me impactó es la que aparece arriba como primer epígrafe. Cuando la leí, estaba preparando una breve charla para un foro que se celebró los primeros días de abril de 2020, que tuvo una asistencia masiva (sobra decir ahora que fue un foro virtual; entonces era un medio tan extraño). Usé esa frase para cerrar mi charla, pues mi mensaje central era que, ante la probabilidad de que la pandemia se extendiera, era necesario hacer varias cosas rápidamente: (1) dotar de recursos suficientes al sistema de salud; (2) garantizar un ingreso básico a las familias de bajos recursos; (3) evitar que se destruyeran empleos que serían viables en condiciones normales; (4) evitar quiebras de empresas solventes; (5) prevenir crisis de entidades financieras por falta de liquidez o de solvencia; (6) proteger la sostenibilidad fiscal. En algunos de los capítulos de este libro veremos en qué medida se hicieron esas cosas, pero ese no es el punto central aquí. Lo crucial es observar, como nos advertía Giordano, que lo que no se hiciera en el momento inicial de la crisis difícilmente se podría hacer después porque perderíamos el sentido de urgencia. Peor aún, nos acostumbraríamos al dolor a nuestro alrededor.


    Así pasó, hasta que estalló una crisis aún mayor, en la que estamos hundidos ahora; nuevamente, una vez pase el miedo, perderemos la oportunidad de tomar conciencia. Ese es el propósito de este libro: tomar conciencia en un momento crítico para el país. Desconozco la receta que pueda sacarnos de la crisis, pero creo que tendremos mejores posibilidades de construirla colectivamente en la medida en que entendamos las múltiples dimensiones de la crisis y estemos abiertos a explorar posibilidades de solución.


    Los temas de este libro son familiares en mayor o menor medida para todos los lectores, pues tienen que ver con los principales aspectos de la vida diaria, donde tenemos que buscar tanto las raíces del descontento como los nuevos futuros que quieren pensar los jóvenes, como le dijo una joven líder de Cali en medio de los disturbios de mayo de 2021 a la columnista Paula Moreno. Este libro es una invitación a aprovechar nuestras experiencias y conocimientos para apreciar qué tanto hemos avanzado en resolver los principales problemas económicos y sociales del país y para buscar soluciones a la crisis actual. Es por lo tanto una invitación a ver con nuevos ojos el paisaje que ya conocemos, como sugiere la bella frase de Marcel Proust que aparece como segundo epígrafe.


    Con nuevos ojos es posible que usted pueda entender mejor sus circunstancias económicas y sus posibilidades futuras y pueda ver cómo unas y otras están condicionadas por la manera como funcionan la sociedad y la economía colombianas. Vale decir, por la forma como están distribuidos el poder, la riqueza y las posibilidades laborales, por la calidad de la educación, por la manera como está organizada la seguridad social en salud y en pensiones y por las normas tributarias, entre otros factores.


    Puede sonar conformista, pero es justamente lo contrario. Los graves problemas de la economía colombiana que se hicieron evidentes con la crisis, como la pobreza, la concentración del ingreso, la falta de buenos empleos, la escasez de recursos para financiar la educación y la salud públicas o la baja cobertura del sistema de protección social, son el producto de la forma como hemos construido las instituciones, es decir, del grado de respeto que nos merecen las normas, de qué tanta solidaridad estamos dispuestos a ofrecerles a quienes están en condiciones económicas difíciles, de qué tanto nos involucramos en los asuntos de nuestra comunidad… Con todas sus virtudes y defectos, el sistema económico es una construcción colectiva, que condiciona las posibilidades de cada uno de nosotros. Claro, el empeño personal, la capacidad para los negocios, la disciplina y la perseverancia pueden mejorar o empeorar las posibilidades de cada uno, pero difícilmente pueden cambiar la forma como funciona la economía o la sociedad.


    En un sistema democrático, la orientación de las políticas económicas y sociales depende del electorado. Si el electorado está bien informado y tiene criterio para saber cuáles políticas pueden ser exitosas para resolver los principales problemas, habrá mejores gobiernos que con un electorado controlado por el clientelismo o por los populismos de derecha o izquierda.


    Este libro no busca convencer a nadie de que estudie Economía: ya hay un exceso de economistas en Colombia. Pero sí puede facilitar la enseñanza de la economía. Uno de los problemas más graves de cómo se enseña economía (en pregrado) en Colombia es el uso exagerado de conceptos abstractos y modelos matemáticos que no responden a las preguntas que más interesan a los estudiantes y que suponen un entendimiento de las instituciones y las realidades económicas colombianas que los recién egresados de bachillerato rara vez tienen. Por eso, en este libro no hay términos técnicos ni matemáticas. Por la misma razón, cada capítulo termina con una sección de lecturas recomendadas para quienes quieren saber más. .Sin embargo, para los lectores con conocimientos de Economía, al final del libro hay notas técnicas con las fuentes y los métodos estadísticos más relevantes de cada capítulo.

  


  
    CAPÍTULO 1 
 QUIÉN TIENE EL PODER



    La economía refleja siempre la estructura de poder de la sociedad. En los “mercados” laboral, de bienes y financiero, las fuerzas de la oferta y la demanda determinan cuánto recibiremos de salario, cuánto nos costará el mercado y cuáles serán las tasas de interés en nuestra cuenta de ahorros y nuestra tarjeta de crédito. Pero el funcionamiento de los mercados no ocurre en el vacío: para que puedan operar, estos mecanismos de decisión colectiva que son los mercados requieren instituciones, leyes y regulaciones que son el resultado de los esfuerzos, pugnas y negociaciones de personas, partidos políticos, empresas y toda clase de organizaciones. El poder es decisivo en este proceso de construcción de las instituciones y de elaboración de las normas. Así que empecemos este viaje de descubrimiento de la economía colombiana preguntándonos quién tiene el poder para que los mercados funcionen de la forma como lo hacen.


    ECONOMÍA SOCIAL DE MERCADO



    Según la Constitución de 1991, “la actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común”. Las empresas privadas son actores centrales en el proceso de desarrollo porque de ellas dependen el empleo y los ingresos, así como la producción y la distribución de los bienes y servicios. En condiciones de libre competencia, las decisiones que toman las empresas sobre qué y cómo producir y a qué precio vender sus productos hacen posible que las inversiones y los recursos humanos se asignen a los mejores usos. Por eso, la Constitución establece que la libre competencia económica es un derecho de todos. Sin embargo, la Constitución reconoce que no basta la libre competencia para que los ciudadanos consigan mejorar su calidad de vida o para que haya una distribución equitativa de las oportunidades. De ahí que el Estado se reserva el derecho a intervenir en casi cualquier aspecto de la actividad económica, incluyendo la explotación de los recursos naturales, el uso del suelo y la producción y distribución de los bienes y servicios, tanto públicos como privados. Además, la intervención estatal buscará “dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos”.


    De esta forma, nuestra Carta Magna establece implícitamente que Colombia es una “economía social de mercado”, lo cual significa que el Estado reconoce la libertad de los individuos y las empresas para trabajar y producir de la forma que prefieran, pero se reserva el derecho a intervenir para garantizar unos derechos y proveer unos servicios sociales mínimos. Las atribuciones que la “economía social de mercado” otorga al Estado están enmarcadas dentro del principio de “Estado de derecho”, que sí aparece explícitamente en la Constitución, y que consiste en que todos los miembros de la sociedad, incluyendo al presidente, los ministros, los legisladores y los jueces, están regidos por las mismas leyes que aplican a los trabajadores o a los empresarios.


    En contra de lo que a menudo se afirma, el mercado y el Estado no son antagónicos, ni es preciso que el rol de uno se reduzca para que aumente el del otro. De hecho, desde las medidas de “apertura” del Gobierno de César Gaviria (1990-1994) y la expedición de la Constitución de 1991, los mercados han ganado mucho espacio y, al mismo tiempo, han aumentado como nunca el tamaño y las responsabilidades del gobierno.


    Como colombiano, usted seguramente es consciente de que hay una gran distancia entre los ideales de la Constitución y nuestras realidades económicas y sociales. Esto no implica que la Constitución sea irrelevante, pero sí pone de presente que los objetivos económicos y sociales allí establecidos no coinciden totalmente con las capacidades y los recursos con que cuentan las instituciones públicas, ni con los intereses individuales de las empresas o las personas. La distancia entre los ideales de la Carta Magna y nuestras realidades económicas y sociales es, en gran medida, una cuestión de poder.


    EL PODER DEL GOBIERNO NACIONAL Y SUS LÍMITES



    Para que una economía de mercado pueda funcionar bien, es necesario que el Estado cumpla con tres grandes grupos de funciones: (1) proteger los derechos de propiedad, hacer cumplir los contratos y dirimir en forma transparente los conflictos que involucren a las empresas para que estas puedan operar en un ambiente de seguridad y justicia; (2) regular los mercados para que funcionen en forma eficiente, para que sus fallas no le impongan costos a la sociedad y para que la actividad económica se desarrolle en un ambiente de estabilidad con reglas de juego claras; y (3) garantizar la provisión de la infraestructura básica de servicios tales como energía, medios de transporte y comunicaciones que requiere el desarrollo de las actividades productivas.


    En una economía social de mercado, como la colombiana, el Estado asume además las funciones de: (4) garantizar el acceso al trabajo y a los bienes y servicios básicos que se consideran derechos fundamentales, tales como la justicia, la salud y la educación, y (5) ofrecer protección social a los individuos vulnerables.


    A lo largo de este libro veremos hasta qué punto el Estado colombiano cumple con estas funciones en diversas áreas económicas y sociales. Pero podemos avanzar ya unas calificaciones generales, basadas en comparaciones internacionales. Entre los 18 países latinoamericanos, Colombia ocupa el cuarto lugar, después de Chile, Uruguay y Costa Rica, en la calidad de las instituciones públicas. Si la comparación se hace a nivel mundial, Colombia ocupa una posición muy cercana a la media entre todos los países. Estas comparaciones tienen en cuenta las instituciones relacionadas con la regulación de la actividad económica, la efectividad del gobierno para proveer los bienes públicos y los servicios sociales, el imperio de la ley y el control de la corrupción.


    El área más fuerte de las instituciones colombianas es la calidad de la regulación económica. Aunque dista de ser perfecta, actualmente es buena la regulación de las actividades financieras y de la política monetaria. También es sólida la regulación de los servicios de energía y se ha avanzado mucho en la regulación de la competencia para impedir que algunas empresas abusen de su posición dominante en el mercado.


    La efectividad del gobierno para proveer y garantizar el acceso a la infraestructura y los servicios sociales es más modesta. Así, mientras que la infraestructura de energía y comunicaciones es relativamente avanzada, la infraestructura vial es muy deficiente. En provisión de servicios sociales los avances son muy notables en salud y educación, pero mucho menos en la protección social de los individuos más vulnerables.


    Las mayores debilidades de las instituciones colombianas se encuentran en aquellos aspectos del funcionamiento del Estado que tienen que ver con la protección de los derechos, sean de las empresas o de los individuos. También tenemos grandes deficiencias en el control de la corrupción, que es esencial para el buen manejo de los recursos públicos y, por consiguiente, para que el Estado pueda cumplir todas sus funciones.


    Es claro entonces que el Estado cuenta sólo parcialmente con el poder efectivo para cumplir con todas las responsabilidades que demanda la economía social de mercado. Son numerosos los factores que limitan el poder del Estado. Los recursos fiscales, en especial los recaudos tributarios, son insuficientes para atender todas las necesidades de gasto público, y las plantas de personal del sector público son modestas en número y en las capacidades de los funcionarios y empleados públicos, especialmente en los niveles departamental y municipal del gobierno. Esto último es muy importante porque la administración de la educación pública y de los servicios públicos domiciliarios depende de las gobernaciones departamentales y las alcaldías municipales.


    Pero las limitaciones del gobierno para cumplir sus funciones no se deben exclusivamente a falta de recursos. Muchos de los problemas se originan en el proceso de expedición e implementación de las leyes, que en toda democracia involucra a diversos actores cuyos intereses no siempre coinciden.


    EL PROCESO DE EXPEDICIÓN DE LAS LEYES



    El proceso mediante el cual se expiden e implementan las leyes está enmarcado por el sistema de controles mutuos entre las tres ramas del gobierno. Las leyes son expedidas por el poder Legislativo, en cuyas dos cámaras, que conforman el Congreso, tienen asiento los representantes y los senadores elegidos, respectivamente, por las circunscripciones departamentales y nacional. El Ejecutivo, cuya autoridad máxima es el presidente elegido por voto popular, es el responsable de que se lleven a cabo muchos de los mandatos constitucionales, pero sólo puede hacerlo en la medida y de la forma como lo ordenen las leyes. El poder Judicial tiene la responsabilidad de velar porque las leyes sean expedidas e implementadas con arreglo a la Constitución y al cuerpo de leyes existente.


    El presidente y sus ministros tienen discreción para presentar propuestas de ley al Congreso, al igual que los congresistas, las máximas autoridades de la rama judicial y grupos de ciudadanos. El proceso de aprobación de una ley ordinaria requiere dos debates en la Cámara de Representantes y dos debates en el Senado. Las propuestas de ley son presentadas a debate por ponentes escogidos entre los miembros de la comisión especializada en el tema, respectivamente en la Cámara y en el Senado. Esto implica que las propuestas de ley deben ser acordadas y negociadas en varias instancias en las que inciden no solo las preferencias ideológicas, sino también los intereses regionales y los compromisos de los legisladores, todo lo cual es esencial para la calidad del debate y para que no haya monopolios de poder dentro del Legislativo.


    En este proceso, es limitado el poder del Ejecutivo. Por ejemplo, un ministro de Hacienda puede tener los mejores argumentos técnicos para que se reforme el impuesto al valor agregado (IVA), de forma que aumente el recaudo sin perjudicar a los grupos de menores ingresos. Pero si no puede movilizar el suficiente respaldo de los partidos (afines o no al gobierno), es posible que su propuesta de reforma no se convierta en ley. Y, en tal caso, es posible que se vea obligado a recortar gastos o a aumentar otros impuestos en contra de sus propias orientaciones o promesas al electorado. Otra opción que tiene es objetar total o parcialmente la ley, a riesgo de entorpecer sus relaciones con el Congreso.


    Estas dificultades eran menos frecuentes antes de la Constitución de 1991 cuando había sólo dos partidos políticos de significación, mientras que en la actualidad hay 13 partidos (incluyendo a Comunes —ex FARC— y los dos partidos de comunidades afro e indígenas que tienen curules garantizadas). Cuando el Ejecutivo no cuenta con sus propias mayorías en el Legislativo, se ve en la necesidad de buscar el apoyo de los legisladores mediante prebendas burocráticas o recursos fiscales para proyectos de inversión pública locales.


    En esencia, pues, el presidente y sus ministros no pueden imponer su voluntad para que las leyes correspondan a lo que, a su juicio, sería la mejor manera de alcanzar los objetivos de la Carta Magna o de cumplir con las promesas al electorado. Las restricciones son aún mayores cuando se trata de leyes que modifican la Constitución, las cuales requieren el doble de debates en el Legislativo y la aprobación de la Corte Constitucional, que es parte de la rama Judicial. Todos estos límites al poder del Ejecutivo (y de las otras ramas) son un seguro esencial que existe en todas las democracias para reducir el riesgo de tiranía y para que en el proceso de formulación de las políticas económicas y sociales sean tenidos en cuenta los diversos intereses e inclinaciones ideológicas, más allá de los del presidente y su gabinete.


    EL PODER DEL SECTOR PRIVADO



    El sector privado puede influir en muchas instancias del proceso de formulación e implementación de las políticas económicas y sociales. Para empezar, puede financiar las campañas electorales presidenciales y legislativas, y en cualquier momento puede incidir a través de los medios de comunicación para que reciban atención pública los temas que son de su interés. En el proceso de preparación y discusión en el Congreso de las propuestas de ley, las empresas puedan expresar sus opiniones e influir en los congresistas. Una vez expedida una ley, cualquier individuo puede buscar que sea revisada por la Corte Constitucional por fallas de procedimiento o contenido que atenten contra los mandatos constitucionales. Y luego, en el proceso de implementación de las leyes y en el diario funcionamiento de la administración pública, las empresas pueden influir por diversas canales para que las regulaciones, las decisiones administrativas y el uso de los recursos públicos las favorezcan.


    El sector privado se organiza en diferentes niveles para influir en el proceso de formulación e implementación de las políticas: (1) las empresas pueden actuar individualmente en cualquiera de las instancias mencionadas, (2) los gremios sectoriales o las asociaciones empresariales pueden aglutinar a las empresas para actuar con una sola voz y (3) los grupos económicos (con negocios en varios sectores) pueden actuar además separadamente.


    Las empresas más grandes tienen posibilidad de influir en el proceso de formulación de las políticas y, especialmente, en la regulación específica de sus intereses, especialmente en los sectores con importancia estratégica (petróleo o servicios públicos, por ejemplo). Las más grandes empresas, especialmente las multinacionales, tienen personal especializado encargado de las relaciones con el gobierno. Y todas pertenecen a gremios o son parte de grandes grupos económicos, a través de los cuales también influyen en el Congreso y el gobierno.


    Los gremios o asociaciones empresariales aglutinan los intereses empresariales a diversos niveles. Hay gremios muy especializados en sectores específicos, especialmente en el sector agropecuario, como Asocaña (productores de caña e ingenios azucareros), Fedearroz (cultivadores de arroz) o la Federación Nacional de Cafeteros. Estos gremios han sido efectivos en lograr beneficios importantes a través de su influencia en aspectos muy específicos de las políticas económicas, pero a costa de los consumidores, el fisco e incluso los mismos productores. También representan empresas con actividades semejantes gremios como Analdex (exportadores), Asobancaria (sector financiero) o Fenalco (comerciantes). En cambio, la Asociación Nacional de Empresarios, ANDI, aglutina empresas de diversos sectores y persigue por consiguiente objetivos más generales en aspectos más diversos de las políticas económicas y sociales. Lo mismo puede decirse del Consejo Privado de Competitividad, que representa grandes empresas con el propósito explícito de mejorar la competitividad a través de políticas que promuevan el bien común, no los intereses específicos de ningún sector. En el siguiente nivel operan los “gremios cúpula” que reúnen a los gremios específicos de un sector; por ejemplo, la Sociedad de Agricultores de Colombia reúne a los gremios del sector agrícola (no directamente a los productores). Finalmente, el Consejo Gremial Nacional es un “gremio supercúpula” que agrupa a 22 gremios de los sectores agropecuario, industrial, financiero, comercial y de servicios. A través de este complejo entramado de gremios, las empresas pueden diversificar sus canales de influencia para promover todo su abanico de intereses y objetivos económicos y sociales.


    Por último, es importante mencionar a los grandes grupos económicos, ya que ellos tienen sus propios canales para incidir en diversos aspectos de las políticas públicas. Su influencia se debe no sólo a su importancia económica en una gama muy amplia de sectores productivos, sino a su poder financiero para apoyar las campañas electorales presidenciales y legislativas, a sus conexiones para relacionarse con los directivos de los órganos de regulación, control y fiscalización, y a su capacidad para influir en la opinión pública y el debate político a través de los medios de comunicación (cuadro 1.1). Debido al tamaño de las empresas que poseen en los diversos sectores, los grandes grupos económicos tienen también peso importante en los gremios, que utilizan como un canal alternativo para influir en el Congreso o el gobierno.


     Cuadro 1.1 Los grandes grupos económicos


    
      
        

        

        
      

      
        
          	

          	
            Sectores donde opera

          

          	
            Medios de comunicación que controla

          
        


        
          	
            Luis Carlos Sarmiento Angulo

          

          	
            Financiero: bancos, AFP

          

          	
            El Tiempo 
Portafolio 
ADN 
City TV

          
        


        
          	
            Agroindustria: arroz, ganado, caucho, palma

          
        


        
          	
            Infraestructura vial

          
        


        
          	
            Hoteles

          
        


        
          	
            Minería

          
        


        
          	
            Energía y gas

          
        


        
          	
            Grupo Santodomingo

          

          	
            Manufactura

          

          	
            El Espectador 
Caracol TV
 Blu Radio

          
        


        
          	
            Financiero

          
        


        
          	
            Transporte

          
        


        
          	
            Agroindustria: cereales y aceite

          
        


        
          	
            Comercio

          
        


        
          	
            Organización Ardila Lülle

          

          	
            Agroindustria: azúcar, 
agroquímica

          

          	
            RCN Televisión 
RCN Radio 
NTN 24 
La República 
Mundo Fox

          
        


        
          	
            Bebidas

          
        


        
          	
            Automotriz

          
        


        
          	
            Deportes

          
        

      
    


     


    Fuente: tomado de Arbeláez et al. (2018).


    ORGANIZACIONES DE TRABAJADORES



    Los sindicatos defienden los intereses económicos y las condiciones laborales en general de sus afiliados. En algunos sectores son contrapartes muy importantes del gobierno en las decisiones de política pública. Los sindicatos en Colombia tienen una afiliación modesta: apenas 5% de la fuerza laboral actualmente, y sólo 13% en su mejor momento, en la década de los setenta. Sin embargo, algunos sectores están muy sindicalizados. Por ejemplo, de los 333.000 docentes y directivos de los planteles públicos de educación, 270.000 están afiliados a Fecode, el mayor sindicato del país. También es muy alta la sindicalización en las empresas del sector petrolero, donde hay 15 sindicatos, el mayor de los cuales es la Unión Sindical Obrera de la Industria del Petróleo, USO, que cuenta con unos 18.000 afiliados.


    Hay tres sindicatos “cúpula”: la Confederación de Trabajadores de Colombia, CTC, que agrupa sindicatos de los sectores agrícola, manufacturero y servicios, así como trabajadores informales y trabajadores públicos; la Central Unitaria de Trabajadores, CUT, a la cual está afiliado Fecode y trabajadores de diversos sectores; y la Confederación General del Trabajo, CGT, a la cual están afiliados trabajadores sindicalizados del sector público y algunos sectores privados. Por su misma naturaleza, estas organizaciones cúpula influyen especialmente en las políticas laborales y de protección social. Formalmente, participan en las negociaciones anuales del salario mínimo y en diversos foros de consulta que convoca el Gobierno.


    LAS PROTESTAS



    Los sindicatos y otros grupos sociales acuden a canales informales, como la protesta callejera, para impulsar sus objetivos económicos y sociales. Las protestas son formas de participación legítimas por mandato constitucional. En ocasiones, los movimientos campesinos, los grupos étnicos, las organizaciones de protección del medioambiente y las agrupaciones estudiantiles han logrado a través de las protestas comprometer al Gobierno nacional y a las autoridades locales a modificar diversas políticas y a reorientar las decisiones de gasto público.


    En 2021 se llevaron a cabo las protestas más concurridas, prolongadas y violentas que haya tenido el país, al menos desde el icónico “Bogotazo” del 9 de abril de 1948, cuando fue asesinado el líder liberal Jorge Eliécer Gaitán. El llamado “Paro Nacional” del 2021 fue una demostración del poder de movilización popular que tienen las confederaciones sindicales y otros grupos de interés, el cual pueden usar para bloquear los intentos de reformas contrarias a sus intereses, especialmente cuando hay múltiples razones de descontento social (véase el recuadro). Aunque el Gobierno no llegó a ningún acuerdo con los organizadores del paro, quedaron totalmente diluidas sus aspiraciones de hacer una reforma fiscal ambiciosa y seguramente terminará el Gobierno de Iván Duque en 2022 sin haber siquiera intentado otras reformas estructurales como la laboral y la pensional, que podrían beneficiar a millones de colombianos, como veremos en este libro.


    En contraste con el poder de convocatoria de los organizadores de las protestas, se hizo evidente la inoperancia de los partidos políticos para promover los intereses de amplios grupos de la población y para canalizar y resolver los desacuerdos sobre las políticas públicas. La fragmentación partidista en el Congreso llevó a los líderes de los partidos a una actitud reactiva frente a las propuestas de reforma del Gobierno, que habrían mejorado la situación de los grupos más pobres de la población. Que los congresistas hubieran decidido por unanimidad no discutir la propuesta de reforma tributaria del Gobierno fue una demostración fehaciente de la pérdida de poder del Gobierno para sacar adelante sus iniciativas. Una decisión de esta naturaleza no tiene antecedentes en el último siglo de historia nacional.


    
      El “Paro Nacional” de 2021


      A comienzos de abril, las tres confederaciones sindicales y otras organizaciones representadas en el “Comité Nacional del Paro” —las confederaciones de pensionados, Fecode, Dignidad Agropecuaria y la Cruzada Camionera— convocaron a un “paro nacional” a partir del 28 de abril con el objetivo de rechazar por anticipado la reforma tributaria que el Gobierno estaba preparando y proteger los intereses de sus afiliados ante otras posibles reformas. Diversas comunidades indígenas, organizaciones campesinas y sociales, especialmente en el suroccidente del país, decidieron de inmediato unirse al paro. Todas estas organizaciones consideraban que se habían agravado los reclamos de protestas anteriores a la pandemia y eran conscientes de que había un extendido malestar social por las pérdidas de empleos e ingresos y por el manejo de la pandemia. Le apostaban así a que las movilizaciones fueran concurridas, como en efecto lo fueron.


      El 15 de abril, el Gobierno radicó en el Congreso la propuesta de reforma tributaria sin haberla discutido o acordado previamente con los partidos políticos para facilitar su trámite. De inmediato, varios partidos manifestaron enérgicamente su rechazo y demandaron que fuera retirada. Al iniciarse las protestas dos semanas más tarde, el Gobierno se encontraba en una posición políticamente muy débil. A los pocos días aceptó retirar la propuesta de reforma y decidió renovar parte de su gabinete, incluyendo el ministro de Hacienda. El 10 de mayo, el Gobierno empezó a reunirse con los representantes del Comité Nacional del Paro y con diferentes sectores sociales, económicos y políticos no representados por el Comité. A fines de mayo el Gobierno aceptó, después de varias negativas, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos visitara el país para estudiar numerosos casos de muertes, desapariciones y uso excesivo de la fuerza por parte de la policía y, en especial, de sus Escuadrones Móviles Antidisturbios (Esmad). El informe de la CIDH fue recibido con hostilidad por el Gobierno los primeros días de julio.


      Las protestas se realizaron en forma prácticamente continua hasta el 6 de junio, cuando el Comité Nacional del Paro decidió romper unilateralmente las negociaciones con el Gobierno y suspender “temporalmente” las movilizaciones, sin haber llegado a acuerdos con el Gobierno. Después de esta fecha, continuaron algunas protestas, especialmente en Cali, donde la participación de jóvenes y otros manifestantes no representados en el Comité había sido multitudinaria.


      El Gobierno aplazó para el segundo semestre de 2021 la presentación al Congreso de una nueva propuesta de reforma tributaria, mucho menos ambiciosa que la anterior, y probablemente insuficiente para atender las demandas de mayor gasto social y para despejar la incierta situación fiscal de mediano plazo (véase el capítulo 13).


      Desde el punto de vista de los participantes, las protestas pueden ser consideradas un éxito: las organizaciones representadas en el Comité Nacional del Paro demostraron su poder para bloquear en el futuro cualquier intento de reforma en contra de sus intereses y diversas organizaciones ilegales causaron enorme destrucción y debilitaron la confianza en las autoridades y en la fuerza pública. Por otro lado, sin embargo, los reclamos de los jóvenes por mejores oportunidades laborales recibieron el reconocimiento de amplios segmentos de la sociedad, lo que posiblemente incidirá en la orientación futura de las políticas públicas.


      En vista de la efectividad de las protestas, las de 2021 seguramente no serán las últimas.

    


    LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA



    La Constitución estableció una serie de mecanismos de participación de los ciudadanos en los procesos políticos, más allá del voto para elegir presidente y congresistas a nivel nacional, o alcaldes y concejales a nivel municipal. Dichos mecanismos incluyen el plebiscito para aprobar o rechazar una decisión presidencial —como en el caso de los Acuerdos de Paz con las FARC en 2016—, el referendo, mediante el cual se convoca al pueblo para que apruebe o rechace un proyecto de norma jurídica, o derogue o no una norma ya vigente, y la consulta popular para que los ciudadanos se pronuncien sobre un asunto público de carácter general, como la consulta sobre la corrupción en 2018. Estos mecanismos colectivos pueden influir en la orientación ideológica o los objetivos generales de las políticas económicas y sociales, pero difícilmente inciden en el diseño específico de las leyes o las regulaciones, que de todas maneras queda en manos de las ramas del gobierno.


    La Constitución estableció además el mecanismo de la tutela, mediante el cual los individuos a título personal pueden reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales. En este caso, los efectos sí son tangibles, y pueden tener implicaciones económicas importantes. Por ejemplo, el recurso de la tutela es utilizado con frecuencia por la ciudadanía para conseguir beneficios de salud no cubiertos en los planes de salud. Su uso masivo hasta 2015 contribuyó a que la Corte Constitucional exigiera la unificación de los beneficios entre regímenes. El mecanismo de la tutela también se aprovecha frecuentemente para obtener mejores pensiones con cargo al fisco. Como las decisiones de los jueces en caso de tutela tienen efecto inmediato, la acción de tutela se ha convertido en un mecanismo para obtener beneficios para grupos sociales o laborales sin pasar por los mecanismos de la democracia representativa.


    ¿QUIERE SABER MÁS?


    En relación con los temas de este capítulo, las partes más relevantes de la Constitución de 1991 se encuentran en los Títulos 5 y 12. La enciclopedia virtual del Banco de la República (enciclopedia.Banrepcultural.org) tiene excelentes resúmenes de todos los aspectos de la Carta Magna. Para entender los procesos de formulación de las políticas públicas se recomienda Cárdenas y Pachón (2010). Sobre los canales de influencia del sector privado se debe leer a Eslava y Meléndez (2010). Un recuento muy completo y preciso de las “Protestas en Colombia de 2021” se encuentra en la entrada de Wikipedia que lleva ese título. Una visión amplia de cómo la política influye en la formulación e implementación de las políticas públicas en los países latinoamericanos se encuentra en BID (2006).

  


  
    CAPÍTULO 2 
 ¿RICOS, CLASE MEDIA O POBRES?


    El ingreso per cápita de los colombianos en 2020 fue de 1,66 millones de pesos mensuales. Debido a la pandemia, el ingreso per cápita “real” (es decir, corrigiendo los datos por los cambios de precios) cayó 8,6% con respecto a 2019. La caída más grande de ingresos en muchas décadas, y quizás en la historia del país. Sin embargo, el colombiano promedio no está reflejado en estas cifras, y seguramente usted tampoco. Y esto por tres razones.


    El ingreso per cápita es el resultado de dividir por la población del país la suma de todos los ingresos generados en actividades productivas. Pero menos de la mitad de esos ingresos pertenecen a asalariados, trabajadores independientes o dueños de pequeños negocios. El resto está constituido en su mayor parte por rentas de la propiedad de empresas, de activos financieros y de tierras, que las reciben unas pocas personas, o son retenidas por las empresas como ganancias no distribuidas.


    Por otro lado, el ingreso per cápita se calcula incluyendo a todas las personas, sean productivas o no. Según las cifras del DANE, en 2020 generaron ingresos laborales mensuales, en promedio,19,8 millones de personas, de una población total de 50,4 millones (10,5 millones no habían llegado a la edad de trabajar, 16,3 millones tenían la edad para trabajar, pero no participaban en el mercado laboral, y 3,8 millones estaban desempleados).


    Por consiguiente, el ingreso per cápita de los colombianos y el ingreso promedio de quienes son trabajadores son dos conceptos muy distintos (aunque en valor no son muy diferentes: 1,66 y 1,12 millones de pesos mensuales en 2020). Pero, además, hay grandes diferencias en los ingresos laborales más altos, de forma que lo que recibe la persona “media” es mucho menos que el promedio. Por ejemplo, si los ingresos de tres personas son 40, 60 y 200, el promedio por persona es 100, pero el ingreso mediano, es decir el de la persona que está en el medio de este grupo, es de sólo 60.


    Por estas tres razones, vamos a dejar inicialmente de lado los promedios y a hablar en cambio de las personas. Mejor dicho, de usted y de otras personas que usted conoce. Y vamos a referirnos, también inicialmente, a los primeros meses de 2021, que nos dan una mejor idea de lo que ganan las personas actualmente en el país. Luego veremos lo que significó para personas como usted que, debido a la pandemia, en 2020 hubieran caído abruptamente los ingresos.


    ¿DÓNDE SE UBICA USTED?


    La mayoría de la gente se sorprende al saber en qué escalón de ingreso se sitúa. Usted puede comprobarlo respondiendo la siguiente pregunta: En una escala de 1 a 100 donde 1 es el escalón de los trabajadores de más bajos ingresos y 100 es el escalón de los trabajadores de más altos ingresos, ¿en qué escalón está situado usted? Una vez que haya pensado su respuesta busque cuál es su verdadera posición en el cuadro 2.1. Por ejemplo, si usted es un asalariado que recibe 3,6 millones de pesos mensuales, está en el escalón 95 entre los asalariados, y si recibe nueve millones su escalón entre los asalariados está en el 100. Si usted es un trabajador independiente cuyo negocio le deja unos ingresos netos de dos millones de pesos, está en los escalones 95 o 96 entre los independientes, y si gana cinco millones o más está en el escalón 100 de los trabajadores independientes.


    Cuadro 2.1. ¿En qué escalón queda usted según sus ingresos mensuales en 2021?


    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            Escala de ingreso laboral 
(percentil)

          

          	
            Asalariados (salario 
mensual incluyendo 
primas, pagos en especie, 
subsidios, etc.)

          

          	
            Trabajadores independientes (ingreso neto del negocio u honorarios mensuales)

          

          	
            Asalariados y 
trabajadores 
independientes

          
        


        
          	
            25

          

          	
            $800.000

          

          	
            $180.000

          

          	
            $350.000

          
        


        
          	
            50

          

          	
            $1.100.000

          

          	
            $416.667

          

          	
            $800.000

          
        


        
          	
            75

          

          	
            $1.508.333

          

          	
            $800.000

          

          	
            $1.203.333

          
        


        
          	
            90

          

          	
            $2.500.008

          

          	
            $1.300.000

          

          	
            $2.000.000

          
        


        
          	
            95

          

          	
            $3.562.508

          

          	
            $2.000.000

          

          	
            $2.906.167

          
        


        
          	
            96

          

          	
            $3.911.000

          

          	
            $2.000.000

          

          	
            $3.100.000

          
        


        
          	
            97

          

          	
            $4.333.334

          

          	
            $2.300.000

          

          	
            $3.535.000

          
        


        
          	
            98

          

          	
            $4.875.000

          

          	
            $3.000.000

          

          	
            $4.108.333

          
        


        
          	
            99

          

          	
            $6.041.667

          

          	
            $3.200.000

          

          	
            $4.983.334

          
        


        
          	
            100

          

          	
            $8.566.667

          

          	
            $5.000.000

          

          	
            $7.064.000

          
        

      
    


    Fuente: Cálculos propios con la Gran Encuesta Integrada de Hogares del DANE de febrero de 2021


    Si usted es como la mayoría de la gente, seguramente cree estar en un escalón mucho más cerca de 50 que del que realmente tiene. Hace unos años, la encuestadora Gallup incluyó en todas sus encuestas en América Latina una pregunta parecida a la que usted acaba de responder. Al comparar las respuestas con la verdadera escala de ingresos de las personas, mi colega Johanna Fajardo y yo encontramos que, en todos los países, la gran mayoría de los encuestados tendieron a ubicarse, no en el escalón que les correspondía, sino en los escalones medios. Es decir, tanto los ricos como los pobres tienden a considerarse más de clase media de lo que en realidad son. La razón es, posiblemente, que nuestro marco de referencia está formado por nuestros familiares, vecinos y amigos, que en muchos aspectos son parecidos a nosotros mismos. Esto implica que nuestra percepción de las desigualdades es muy incompleta.


    LAS DESIGUALDADES DE INGRESO EN COLOMBIA



    El economista francés Thomas Piketty saltó de repente a la fama mundial en abril de 2014 al publicar en inglés el libro El capital en el siglo XXI. Un año y medio más tarde, se habían vendido 1,5 millones de ejemplares, una cifra fenomenal para un tema relativamente especializado. El éxito se debió principalmente a que logró demostrar lo que mucha gente en los países desarrollados estaba sintiendo: que la desigualdad ha aumentado fuertemente desde la década del setenta y que los gobiernos hacen mucho menos esfuerzos que en el pasado para contrarrestar la acumulación cada vez mayor del ingreso en manos de los más ricos. Piketty seleccionó tres ejemplos para describir esa tendencia: Escandinavia en las décadas de 1970 y 1980 para representar los países de desigualdad baja, Europa en 2010 como ejemplo de desigualdad moderada, y Estados Unidos también en 2010 como exponente de alta desigualdad. Además, incluyó su propia proyección de Estados Unidos en 2030 para representar un país de desigualdad extrema. Pero podría haber puesto en su lugar a Colombia en la actualidad, como yo lo he hecho en el cuadro 2.2.


    Mientras que en los países de desigualdad baja el 10% más rico percibe 20% de todos los ingresos laborales, en los de desigualdad moderada esa participación sube a 25% y en los de alta desigualdad a 35%. Pues bien: en Colombia, menos de dos millones de personas que conforman el 10% más rico de los trabajadores (asalariados e independientes) perciben actualmente 38% de todos los ingresos. Si nos enfocamos sólo en el 1% más rico, Colombia se parece a Estados Unidos, pero tiene mucha más concentración del ingreso que los países europeos. En Colombia, la mitad de la población trabajadora situada en los escalones de abajo recibe actualmente apenas 17% del ingreso laboral, mucho menos que en cualquiera de los otros países del cuadro. (El último renglón del cuadro es una medida sintética de desigualdad que se explica más adelante en este capítulo.)


    Cuadro 2.2 La distribución del ingreso laboral de Colombia en comparación con los países desarrollados en distintos momentos
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            Desigualdad baja: Escandinavia 1970s-1980s

          

          	
            Desigualdad media: Europa 2010

          

          	
            Desigualdad alta: EE.UU. 2010
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Colombia 2021

          
        


        
          	
            El 10% más rico

          

          	
            20%

          

          	
            25%

          

          	
            35%

          

          	
            39%

          
        


        
          	
            • Sólo el 1% más rico

          

          	
            5%

          

          	
            7%

          

          	
            12%

          

          	
            11%

          
        


        
          	
            • El siguiente 9% más rico

          

          	
            15%

          

          	
            18%

          

          	
            23%

          

          	
            27%
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